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4. El objeto de la petición.

5. Las razones en las que fundamenta la petición. La no presentación de las razones en 
que se fundamenta la petición no impedirá su radicación, de conformidad con el parágrafo 2° 
del artículo 16 de la Ley 1437 de 2011 sustituido por el artículo 1° de la Ley 1755 de 2015.

6. La relación de los documentos que se anexan para iniciar la petición. Cuando una 
petición no se acompañe de los documentos e informaciones requeridos por la ley, en el acto 
de recibo la autoridad deberá indicar al peticionario los documentos o la información que 
falten, sin que su no presentación o exposición pueda dar lugar al rechazo de la radicación 
de la misma, de conformidad con el parágrafo 2° del artículo 16 de la Ley 1437 de 2011 
sustituido por el artículo 1° de la Ley 1755 de 2015.

7. Identiicación del funcionario responsable de la recepción y radicación de la petición.
8. Constancia explícita de que la petición se formuló de manera verbal.

Parágrafo 1°. Si el peticionario lo solicita, se le entregará copia de la constancia de la 
petición verbal.

Parágrafo 2°. Las autoridades serán responsables de la gestión de las constancias de las 
peticiones verbales presentadas y de la administración de sus archivos, para lo cual diseñarán, 
implementarán o adecuarán los sistemas o herramientas que permitan la debida organización 
y conservación, de acuerdo con los parámetros y lineamientos generales establecidos por 
el Archivo General de la Nación.

Artículo 2.2.3.12.4. Respuesta al derecho de petición verbal. La respuesta al derecho 
de petición verbal deberá darse en los plazos establecidos en la ley. En el evento que se dé 
repuesta verbal a la petición, se deberá indicar de manera expresa la respuesta suministrada 
al peticionario en la respectiva constancia de radicación.

No será necesario dejar constancia ni radicar el derecho de petición de información 
cuando la respuesta al ciudadano consista en una simple orientación del servidor público, 
acerca del lugar al que aquel puede dirigirse para obtener la información solicitada.

Artículo 2.2.3.12.5. Solicitudes de acceso a la información pública. Para los casos de 
las solicitudes de acceso a la información pública, de acuerdo con lo señalado en el artículo 
25 de Ley 1712 de 2014, todos los sujetos obligados deberán habilitar mecanismos para la 
recepción de solicitudes de manera verbal.

Para las peticiones relacionadas con trámites y servicios del Estado, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 15 de la Ley 1755 de 2015, las entidades podrán determinar si 
la solicitud debe ser presentada por escrito y deberán poner a disposición de los usuarios 
formularios u otros instrumentos estandarizados para facilitar la presentación de la misma.

En todos los casos, las autoridades deberán informar previamente a los ciudadanos e 
interesados, a través de su sede electrónica y otros canales, los tipos de solicitudes que 
deberán ser presentadas por escrito.

Artículo 2.2.3.12.6. Turnos. Las autoridades deberán garantizar un sistema de turnos 
acorde con las necesidades del servicio y las nuevas tecnologías para una ordenada atención 
de peticiones verbales, sin perjuicio de lo señalado en el numeral 6 del artículo 5° de la 
Ley 1437 de 2011.

Artículo 2.2.3.12.7. Falta de competencia. Si es del caso, el funcionario encargado de 
recibir y radicar la petición verbal informará al peticionario, en el mismo acto de recep-
ción, que la autoridad a la cual representa no es la competente para tramitar su solicitud y 
procederá a orientarlo para que presente su petición ante la autoridad correspondiente o, 
en caso de no existir funcionario competente, así se lo comunicará.

No obstante, el peticionario podrá insistir en que se radique la petición, caso en el 
cual el funcionario deberá dejar constancia y radicaría, luego de lo cual le dará el trámite 
correspondiente.

En todo caso, la autoridad registrará en la constancia de recepción del derecho de petición 
el tipo de orientación que se le dio al peticionario.

Artículo 2.2.3.12.8. Inclusión social. Para la recepción y radicación de las peticiones 
presentadas verbalmente, cada autoridad deberá, directamente o a través mecanismos 
idóneos, adoptar medidas que promuevan la inclusión social de personas en situación de 
vulnerabilidad o por razones de discapacidad, especial protección, género y edad.

En ese sentido, las autoridades podrán adoptar medidas como, conceder atención prio-
ritaria y diferencial, disponer de personal especializado para recepcionar y apoyar en el 
desarrollo y precisión de la petición, entre otras.

Artículo 2.2.3.12.9. Peticiones verbales en otra lengua nativa o dialecto oicial de 
Colombia.

Las personas que hablen una lengua nativa o un dialecto oicial de Colombia podrán 
presentar peticiones verbales ante cualquier autoridad en su lengua o dialecto. Las autori-
dades habilitarán los respectivos mecanismos que garanticen la presentación, constancia y 
radicación de dichas peticiones.

Cuando las entidades no cuenten con intérpretes en su planta de personal para traducir 
directamente la petición, dejarán constancia de ese hecho y grabarán el derecho de peti-
ción en cualquier medio tecnológico o electrónico, con el in de proceder a su posterior 
traducción y respuesta.

Artículo 2.2.3.12.10. Respuesta a solicitud verbal de acceso a información. La res-
puesta a las peticiones de acceso a información presentadas verbalmente, una vez se surta la 
radicación y constancia, deberá darse por escrito, de acuerdo a lo establecido en el artículo 
26 de la Ley 1712 de 2014, corregido por el artículo 4° del Decreto 1494 de 2015.

Artículo 2.2.3.12.11. Reglamentación interna. Las autoridades deberán reglamentar de 
acuerdo al artículo 22 de la Ley 1437 de 2011 sustituido por el artículo 1° de la Ley 1755 
de 2015, la tramitación interna de las peticiones verbales que les corresponda resolver, y la 
manera de atenderlas para garantizar el buen funcionamiento de los servicios a su cargo y 
en cumplimiento de los términos legales.

Artículo 2.2.3.12.12. Accesibilidad. Las autoridades divulgarán en un lugar visible de 
acceso al público, así como en su sede electrónica institucional, carteleras oiciales u otros, 
y el procedimiento y los canales idóneos de recepción, radicación y trámite de las peticiones 
presentadas verbalmente de que trata el presente capítulo.

En todo caso, el funcionario encargado de la recepción de las peticiones verbales 
deberá indicar al ciudadano la posibilidad de presentarlas y no podrá negar su recepción 
y radicación con la excusa de la exigencia de un documento escrito, salvo que la petición 
así lo requiera. En este caso, pondrá a disposición de los interesados formularios y otros 
instrumentos estandarizados para facilitar su diligenciamiento, sin costo, a menos que una 
ley señale expresamente lo contrario.

Artículo 2.2.3.12.13. Seguridad de los datos personales. El tratamiento de los datos 
personales y protección de la información de quienes presentan verbalmente sus peticiones 
se someterá a los principios rectores establecidos en el artículo 4° de la Ley 1581 de 2012.

Artículo 2.2.3.12.14. Término para la implementación o adecuación de reglamentos 

internos. A más tardar el 30 de enero de 2017, las autoridades implementarán o adecuarán 
los mecanismos e instrumentos internos que permitan el cumplimiento de las disposiciones 
señaladas en el este capítulo.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 19 de julio de 2016

 JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Jorge Eduardo Londoño Ulloa.
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República,

Luis Guillermo Vélez Cabrera.
La Directora del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Liliana Caballero Durán.
 

DECRETO NÚMERO 1167 DE 2016

(julio 19) 

por el cual se modiican y se suprimen algunas disposiciones del Decreto número 1069 
de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial de las que le conieren el artículo 189 numeral 11 de la Constitución 
Política, y

CONSIDERANDO:

Que el 26 de mayo de 2015 el Gobierno nacional expidió el Decreto número 1069 de 
2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, el cual compiló y 
actualizó normas de carácter reglamentario que rigen en el sector.

Que con el objeto de compilar, racionalizar y contar con un instrumento jurídico único 
para el sector de Justicia y del Derecho, se realizó la agrupación de normas reglamentarias 
del sector en un solo texto, por lo que las mismas se incorporaron sin ninguna modiicación 
o sustitución de su contenido normativo.

Que se hace necesario modiicar y suprimir algunas disposiciones del Decreto número 
1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho.

En mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Modiicación y supresión de algunas disposiciones del artículo 2.2.4.3.1.1.2. 
del Decreto número 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del 
Derecho. El artículo 2.2.4.3.1.1.2. del Decreto número 1069 de 2016 quedará así:

‘Artículo 2.2.4.3.1.1.2. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 

contencioso administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas 
y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del 
Estado, por conducto de apoderado, sobre los conlictos de carácter particular y contenido 
económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 y 141 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo.

Parágrafo 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo Con-
tencioso administrativo:

- Los asuntos que versen sobre conlictos de carácter tributario.
- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 

75 de la Ley 80 de 1993, salvo las excepciones especíicas establecidas en la ley.
- Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado.

Parágrafo 2°. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e 
indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles.

Parágrafo 3°. Cuando el medio de control que eventualmente se llegare a interponer 
fuere el de nulidad y restablecimiento de derecho, la conciliación extrajudicial solo tendrá 
lugar cuando no procedan recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente 
agotada, lo cual deberá acreditarse, en legal forma, ante el conciliador.

Parágrafo 4°. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no 
será necesario para efectos de acudir ante tribunales de arbitramento encargados de resolver 
controversias derivadas de contratos estatales”.

(Decreto número 1716 de 2009, artículo 2°)
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Artículo 2°. Modiicación del artículo 2.2.4.3.1.2.3. del Decreto número 1069 de 2015, 
Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho. El artículo 2.2.4.3.1.2.3. 
del Decreto número 1069 de 2016 quedará así:

“Artículo 2.2.4.3.1.2.3. Integración. El Comité de Conciliación estará conformado por los 
siguientes funcionarios, quienes concurrirán con voz y voto y serán miembros permanentes:

1. El jefe, director, gerente, presidente o representante legal del ente respectivo o su 
delegado.

2. El ordenador del gasto o quien haga sus veces.

3. El Jefe de la Oicina Jurídica o de la dependencia que tenga a su cargo la defensa de 
los intereses litigiosos de la entidad. En el Departamento Administrativo de la Presidencia 
de la República, concurrirá el Secretario Jurídico o su delegado.

4. Dos (2) funcionarios de dirección o de conianza que se designen conforme a la 
estructura orgánica de cada ente.

La participación de los integrantes será indelegable, salvo las excepciones previstas en 
los numerales 1 y 3 del presente artículo.

Parágrafo 1°. Concurrirán solo con derecho a voz los funcionarios que por su condición 
jerárquica y funcional deban asistir según el caso concreto, el apoderado que represente los 
intereses del ente en cada proceso, el Jefe de la Oicina de Control Interno o quien haga sus 
veces y el Secretario Técnico del Comité.

Parágrafo 2°. Los comités de conciliación de entidades y organismos del orden nacional 
podrán invitar a sus sesiones a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, quien 
podrá participar cuando lo estime conveniente con derecho a voz y voto.

Parágrafo 3°. En lo que se reiere a la integración de los comités de conciliación de los 
municipios de 4a, 5a y 6a categoría se deberá aplicar lo dispuesto en el Parágrafo 2° del artí-
culo 47 de la Ley 1551 de 2012, para los efectos de que tratan los artículos 46 y 48 ibídem.”

(Decreto número 1716 de 2009, artículo 17)

Artículo 3°. Modiicación del artículo 2.2.4.3.1.2.12. del Decreto número 1069 de 2015, 
Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho. El artículo 2.2.4.3.1.2.12. 
del Decreto número 1069 de 2016 quedará así:

“Artículo 2.2.4.3.1.2.12. De la acción de repetición. Los Comités de Conciliación de las 
entidades públicas deberán realizar los estudios pertinentes para determinar la procedencia 
de la acción de repetición.

Para ello, el ordenador del gasto, al día siguiente al pago total o al pago de la última 
cuota efectuado por la entidad pública, de una conciliación, condena o de cualquier otro 
crédito surgido por concepto de la responsabilidad patrimonial de la entidad, deberá remitir 
el acto administrativo y sus antecedentes al Comité de Conciliación, para que en un término 
no superior a cuatro (4) meses se adopte la decisión motivada de iniciar o no el proceso de 
repetición y se presente la correspondiente demanda, cuando la misma resulte procedente, 
dentro de los dos (2) meses siguientes a la decisión.

Parágrafo. La Oicina de Control Interno de las entidades o quien haga sus veces, deberá 
veriicar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en este artículo”.

(Decreto número 1716 de 2009, artículo 26)

Artículo 4°. Modiicación del artículo 2.2.4.9.2.6. del Decreto número 1069 de 2015, 
Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho. El artículo 2.2.4.9.2.6. del 
Decreto número 1069 de 2016 quedará así:

“Artículo 2.2.4.9.2.6. Sistema de información de restablecimiento de derechos. Es 
obligación de las Comisarías de Familia remitir a la Dirección Regional o Seccional del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, según sea el caso, la información necesaria para 
la actualización permanente del Sistema de Información de Restablecimiento de Derechos 
previsto en el artículo 77 del Código de la Infancia y la Adolescencia, según los parámetros 
técnicos y metodológicos que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deina.

Una vez se implemente el Sistema de Información de Restablecimiento de Derechos, 
las Comisarías de Familia deberán ingresar directamente al mismo la información corres-
pondiente.

Las Comisarías de Familia suministrarán la información y documentación necesaria en 
materia de conciliación, a la Dirección de Métodos Alternativos de Solución de Conlictos del 
Ministerio de Justicia y del Derecho, a través del sistema de información correspondiente”.

(Decreto número 4840 de 2007, artículo 12)

Artículo 5°. Modiicación del artículo 2.2.6.15.2.8.4. del Decreto número 1069 de 2015, 
Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho. El artículo 2.2.6.15.2.8.4. 
del Decreto número 1069 de 2016 quedará así:

“Artículo 2.2.6.15.2.8.4. Derechos notariales. La expedición de la copia auténtica de la 
escritura generará derechos notariales de acuerdo al inciso primero del artículo 2.2.6.13.2.1.4 
del presente decreto”.

(Decreto número 1664 de 2015, artículo 1°)

Artículo 6°. Supresión de algunas disposiciones del Decreto número 1069 de 2015, 
Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho. Suprimir las siguientes 
disposiciones del Decreto número 1069 de 2015:

1. Artículo 2.2.3.4.2.1.

2. Artículo 2.2.3.4.2.5.

3. La frase “Una copia del mismo será remitida a la Agencia Nacional de Defensa Ju-
rídica del Estado” del numeral 3 y el parágrafo del artículo 2.2.4.3.1.2.6.

4. Artículo 2.2.4.3.1.2.10.

5. Artículo 2.2.4.3.1.2.11.

6. Artículo 2.2.4.3.1.2.14.

7. La frase “y liquidadas” del numeral 3 del artículo 2.2.6.15.2.5.6.

Artículo 7°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 19 de julio de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Jorge Eduardo Londoño Ulloa.

DECRETO NÚMERO 1168 DE 2016

(julio 19)

por el cual se retira del servicio a un notario por haber alcanzado la edad de retiro 
forzoso.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial de las que le conieren el inciso 2° del artículo 182 del Decreto-ley 
960 de 1970, y el artículo 2.2.6.1.5.3.13 del Decreto número 1069 de 26 de mayo de 2015 y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 2.2.6.1.5.3.13 del Decreto número 1069 de 26 de mayo de 2015, Decre-
to Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, establece como edad de retiro 
forzoso para los notarios, la de 65 años.

Que el inciso 2° del artículo 182 del Decreto-ley 960 de 1970 estipula que el retiro del 
Notario “se producirá a solicitud del interesado, del Ministerio Público, de la Vigilancia 
Notarial, o de oicio, dentro del mes siguiente a la ocurrencia de la causal”.

Que la Sección Quinta, de la Sala de lo Contencioso Administrativo, del Consejo de 
Estado, mediante providencia del 27 de marzo de 2014, dentro del proceso con Radicación 
número 250002341000201200583-01, dispuso exhortar al Gobierno nacional, al Consejo 
Superior de la Carrera Notarial y a la Dirección de Gestión Notarial de la Superintendencia 
de Notariado y Registro para que “(...) apliquen lo previsto en el artículo 1° del Decreto 
número 3047 de 29 de diciembre de 1989, sin dilación alguna”.

Que el Consejo de Estado en fallo proferido el 27 de marzo de 2014 dentro del proceso 
de acción de cumplimiento número 080012331000201300003-01, resolvió “Conminar a 
las accionadas para que en el futuro tomen las medidas necesarias para que los retiros de 
los notarios que lleguen a la edad de 65 años, se efectúen dentro del término previsto en 
la normativa aplicable, esto es, el artículo 1° del Decreto número 3047 de 1989, es decir, 
“dentro del mes siguiente a la ocurrencia de la causal”, norma que fue compilada en el 
artículo 2.2.6.1.5.3.13 del Decreto número 1069 de 26 de mayo de 2015, Decreto Único 
Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho.

Que el señor Eduardo Marcelino Castro Pérez, identiicado con la cédula de ciudadanía 
número 19133318 de Bogotá, nombrado mediante el Decreto número 883 de 16 de marzo de 
2009, modiicado por el Decreto número 5041 del 29 de diciembre de 2009, como notario 
cincuenta y cinco (55) en propiedad del Círculo Notarial de Bogotá, cumplió 65 años de 
edad el día 20 de junio de 2016, de acuerdo con la información consignada en el registro 
civil de nacimiento que reposa en el archivo de la Superintendencia de Notariado y Registro.

Que el artículo 150 del Decreto-ley 960 de 1970 establece que “el Notario no podrá 
separarse del desempeño de sus funciones mientras no se haya hecho cargo de ellas quien 
deba reemplazarlo”.

En mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Retiro del Servicio. Retírase del servicio al señor Eduardo Marcelino Castro 
Pérez, identiicado con la cédula de ciudadanía número 19133318 de Bogotá, quien se en-
cuentra desempeñando el cargo de notario cincuenta y cinco (55) en propiedad del Círculo 
Notarial de Bogotá, por cumplimiento de la edad de retiro forzoso.

Parágrafo. El señor Eduardo Marcelino Castro Pérez, no podrá separarse del desempeño 
de sus funciones mientras no se haya hecho cargo de ellas quien deba reemplazarlo.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 19 de julio de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Jorge Eduardo Londoño Ulloa.

DECRETO NÚMERO 1169 DE 2016

(julio 19)

por el cual se da cumplimiento a unos fallos judiciales y se designa un notario en propiedad 
en el Círculo Notarial de Bogotá.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial de las que le conieren el artículo 131 de la Constitución Política, 5 
del Decreto-ley 2163 de 1970, y

CONSIDERANDO:

Que el señor Carlos Abed Toro Ortiz interpuso demanda de nulidad y restablecimiento 
del derecho en contra de la Nación - Ministerio del Interior y Justicia - Superintendencia de 
Notariado y Registro - y Consejo Superior de la Carrera Notarial, ante el Juzgado Segundo 
Administrativo de Descongestión del Circuito Judicial de Bogotá - Sección Segunda, con 
el in de obtener la nulidad de las Resoluciones números 6358, 5182, 5822 de 2011 y de 
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